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 Resumen 

El informe analiza el proyecto contenido en el Boletín N° 12835-14, que propone 
impedir el acceso a subsidios estatales de vivienda a personas condenadas por 
delitos vinculados al narcotráfico o contra la libertad e indemnidad sexual. 
 
El documento examina los principales aspectos que plantea la iniciativa dentro 
del régimen vigente de subsidios habitacionales. En particular, identifica materias 
que podrían requerir mayor precisión durante la discusión legislativa, como los 
programas habitacionales comprendidos, la duración de la inhabilidad, las 
personas a quienes se aplicaría y la delimitación, si fuese el caso, de los delitos 
que darían lugar a la restricción. También advierte que, dado que muchos 
subsidios consideran la postulación de un grupo familiar, la medida podría 
producir efectos sobre personas distintas de quien fue condenado. 
 
Asimismo, se revisan antecedentes de Estados Unidos y de Nueva Gales del 
Sur, Australia. Si bien estos casos responden a sistemas habitacionales distintos 
al nacional, permiten observar alternativas como la aplicación temporal de ciertas 
restricciones, la evaluación de riesgos, la consideración de antecedentes de 
rehabilitación y la adopción de medidas destinadas a proteger a la comunidad y 
a los demás integrantes del hogar. 
 
Finalmente, el informe presenta algunos antecedentes sobre las personas 
condenadas por los delitos comprendidos en el proyecto. Los estudios revisados 
muestran que se trata de grupos heterogéneos, por lo que la aplicación de una 
inhabilidad general y permanente podría producir efectos diferentes según la 
gravedad del delito, el tipo de participación, el tiempo transcurrido desde la 
condena y la composición del grupo familiar. 
 
 
 

Introducción 

El acceso a la vivienda constituye una dimensión especialmente sensible de la política social, tanto por 

su relación con las condiciones materiales de vida de las personas y sus familias, como por el uso de 

recursos públicos destinados a satisfacer una necesidad básica.  

 

En ese contexto, las reglas que establecen requisitos, exclusiones o inhabilidades para acceder a 

subsidios habitacionales han sido establecidas considerando no solo la finalidad que persiguen, sino 

también sus efectos sobre el sistema de beneficios, los grupos familiares involucrados y los principios 

de proporcionalidad e igualdad ante la ley. 

mailto:vdelapaz@bcn.cl
https://www.camara.cl/legislacion/ProyectosDeLey/tramitacion.aspx?prmID=13378&prmBOLETIN=12835-14
https://www.camara.cl/legislacion/ProyectosDeLey/tramitacion.aspx?prmID=13378&prmBOLETIN=12835-14
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El boletín N° 12835-14 se inserta precisamente en esta discusión, al proponer una inhabilidad para 

acceder a subsidios estatales de vivienda respecto de personas condenadas por determinados delitos 

vinculados al narcotráfico y a la libertad e indemnidad sexual.  

 

En el marco de la discusión de este proyecto, la Comisión de Vivienda y Urbanismo de la Camara de 

Diputadas y Diputados solicito un informe sobre el proyecto de ley señalado, que contenga un análisis 

general del contenido; normas vigentes o antecedentes legislativos que hayan abordado materias 

similares a inhabilidad para acceder a subsidios habitacionales; el examen de experiencias de derecho 

comparado relacionadas con la pérdida o restricción de beneficios sociales o habitacionales como 

consecuencia de la comisión de delitos; la identificación de los bienes jurídicos protegidos por las 

medidas propuestas y de los tipos de propiedad que se pretende resguardar; así como antecedentes 

que permitan evaluar los eventuales efectos disuasivos de dichas medidas y cualquier otro elemento se 

estime pertinente para contribuir al debate legislativo. 

 

Para responder a la solicitud de la Comisión se elaboraron dos informes complementarios. El primero 

examina el régimen general de los subsidios habitacionales y los principales aspectos jurídicos que 

plantea una eventual inhabilidad para acceder a ellos.  

 

El análisis que sigue aborda los principales aspectos que plantea la iniciativa, con especial atención a 

su formulación normativa, su eventual aplicación dentro del régimen habitacional chileno y algunos 

antecedentes comparados que permiten contextualizar, aunque no equiparar plenamente, el tipo de 

restricción propuesta. Además, se agrega algunas descripciones que caracterizan a quienes se 

encuentran condenados por estos delitos. 

 

El tema que aborda este informe y sus contenidos están delimitados por los parámetros de análisis de 

Asesoría Técnica Parlamentaría y por los plazos e información disponibles. No se trata de un documento 

académico y se enmarca en los criterios de neutralidad, pertinencia, síntesis y oportunidad en su 

entrega. Se hace especial énfasis en la naturaleza ilustrativa y no exhaustiva del mismo, en especial 

atención al tiempo disponible para su elaboración. 

 

I. Principales aspectos del proyecto de ley 

 

El proyecto Boletín 12.835-04 plantea un artículo único que establece la inhabilidad para postular a los 

subsidios habitacionales que entrega el Estado a los condenados por dos categorías de delitos, los 

delitos sexuales y los delitos de narcotráfico. El texto propuesto es: 

Artículo Único: “Serán inhábiles para acceder a subsidios de vivienda otorgados por el Estado, 

aquellas personas condenadas por sentencia firme y ejecutoriada, por delitos sexuales y de 

narcotráfico tipificados en nuestra legislación penal.” 

 

De la revisión del texto propuesto en comento, se pueden señalar las siguientes observaciones: 
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• La norma no precisa una categoría de subsidio habitacional especifica, sino que los identifica de 

modo genérico. Dado que los subsidios habitacionales no constituyen una categoría única, la 

inhabilidad tendría impactos distintos para cada caso. 

• Existen grupos de personas condenadas por este delito que no se vería afectados por esta 

inhabilidad porque no forman parte de la población objeto de los programas habitacionales, por 

ejemplo, a quienes ya son propietarios de una vivienda. 

• La postulación a los subsidios es mayoritariamente dirigida a grupos familiares de dos o más 

integrantes. Las postulaciones unifamiliares son excepcionales y generalmente dirigidas a 

adultos mayores, personas con discapacidad, pertenecientes a un pueblo originario o señalados 

como beneficiarios de reparaciones por violaciones a los derechos humanos. La inhabilidad 

podría afectar a un grupo familiar del condenado, quienes no necesariamente están relacionados 

con el delito. Además, la propuesta no precisa si la inhabilidad aplica solo al condenado si es 

postulante a un subsidio o también cuando el condenado sea integrante del grupo familiar del 

postulante, por ejemplo, el cónyuge. 

• Sobre la propuesta y su arquitectura legal cabe considerar que la regulación de las inhabilidades 

para postular a los subsidios se encuentra regulada a nivel reglamentario para cada uno de los 

subsidios, y no mediante una ley. 

• La inhabilidad es permanente. 

• En materia de narcotráfico, el proyecto no precisa qué delitos darían lugar a la inhabilidad. La 

Ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, 

contempla diversas conductas, con distinta gravedad y penalidad. Si el legislador quiere 

sancionar de manera similar a todas las conductas relacionadas la propuesta considera esta 

hipótesis, si existe voluntad de distinguir los casos, sería conveniente identificar de manera 

expresa cuáles de ellas quedarían comprendidas en la restricción y como, y, por otra parte, definir 

criterios que permitan resguardar la proporcionalidad de la medida. 

• Una cuestión similar se presenta respecto de los delitos sexuales. Los artículos 361 y siguientes 

del Código Penal regulan conductas de distinta naturaleza y gravedad, sujetas también a penas 

diversas. En consecuencia, si la voluntad es distinguir, entonces sería recomendable precisar 

qué delitos generarían la inhabilidad y si su aplicación operaría de la misma manera en todos los 

casos. 

 

II. Legislación comparada sobre restricciones aplicables en materia habitacional 

 

Los casos examinados constituyen referentes encontrados más próximos al proyecto de ley, en la 

medida en que vinculan el acceso, permanencia o asignación de beneficios habitacionales con 

antecedentes penales, riesgos para la comunidad o conductas asociadas a delitos sexuales y/o drogas. 

Sin embargo, no se trata de modelos estrictamente equivalentes ni plenamente comparables con la 

propuesta legislativa analizada. 

 

Mientras el proyecto chileno establece una inhabilidad general para acceder a subsidios estatales de 

vivienda respecto de personas condenadas por delitos sexuales y de narcotráfico, mediante sentencia 

firme y ejecutoriada, los ejemplos revisados operan sobre diseños institucionales distintos: viviendas 
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públicas o asistidas federalmente, programas de arriendo social, criterios de elegibilidad administrativa, 

evaluación de riesgo comunitario o causales de terminación de tenencia. 

 

Por ello, estos casos deben entenderse como antecedentes orientadores y no como equivalentes 

normativos directos. Su utilidad radica en mostrar que algunos ordenamientos han incorporado 

restricciones, controles o evaluaciones especiales en materia habitacional cuando existen antecedentes 

vinculados a drogas, delitos sexuales o riesgos para terceros. No obstante, las diferencias en el tipo de 

beneficio, la titularidad de la vivienda, el momento en que opera la restricción, la autoridad competente 

y el estándar de evaluación impiden una comparación estrictamente homogénea con el proyecto 

nacional. 

 

1. Estados Unidos de América. 

El Título 42 del Código de los Estados Unidos (United States Code o U.S.C), relativo a la salud pública 

y bienestar, regula en su capítulo 135 los requisitos de residencia y servicios aplicables a las viviendas 

con asistencia federal. En particular en el subcapítulo V establece normas de seguridad y protección en 

viviendas públicas y asistidas.  

Estas restricciones se fundamentan principalmente en la protección de la salud, la seguridad y el derecho 

de los demás residentes al disfrute pacífico de la vivienda. Por tanto, la exclusión no se configura 

únicamente como una consecuencia de la condena penal, sino que se vincula con el riesgo que 

determinadas conductas pueden representar para la comunidad residente. 

Estas normas se aplican para la selección de postulantes a vivienda con asistencia federal, en los 

términos definidos en el artículo 42 USC § 13664(a)(2)1 La categoría comprende distintas modalidades 

de vivienda que recibe recursos fiscales, como la vivienda pública, la asistencia al arrendatario, la 

asistencia basada en proyectos y otros programas habitacionales federales definidos por la propia ley. 

La norma, en su artículo 13661, contempla una serie de causales por la cuales una persona no es 

elegible para ingresar al programa para ocupar alguna de estas viviendas. Las causales son: 

i. Inelegibilidad por desahucio de una vivienda por delitos relacionados con drogas. En los casos 

de arrendamiento de una vivienda asistida, la ocurrencia de cualquier actividad delictiva 

relacionada con drogas inhabilita la postulación por un periodo de tres años desde la fecha del 

desalojo, salvo que el inquilino desalojado complete con éxito un programa de rehabilitación 

aprobado por la agencia de viviendas. 

ii. Inelegibilidad de los consumidores de drogas ilegales y de alcohol. La agencia de vivienda o el 

propietario de una vivienda con asistencia federal puede denegar la admisión de un grupo familiar 

a un programa o unidad habitacional, cuando alguno de sus integrantes consuma ilegalmente 

sustancias controladas o cuando existan antecedentes razonables para estimar que el consumo 

o abuso de drogas, sustancias ilícitas o alcohol puede afectar la salud, la seguridad o el disfrute 

pacífico de la vivienda por parte de los demás residen 

 

 
1 Definidas como aquellas viviendas que reciben recursos económicos del Gobierno Federal bajo distintos 
programas: vivienda pública, asistencia para arrendatarios o proyectos, programas de construcción y rehabilitación, 
subsidios de la Ley Cranston-González, préstamos o hipotecas aseguradas, viviendas administradas por agencias 
estatales o federales, y programas rurales específicos. 
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La agencia o el propietario pueden considerar antecedentes de rehabilitación al adoptar la decisión, 

entre ellos que el integrante del hogar haya completado satisfactoriamente un programa de tratamiento 

y ya no consuma drogas ni abuse del alcohol, o que participa de manera satisfactoria en un programa 

de rehabilitación.  

Además, la norma contempla la potestad de la agencia para que, durante el proceso de selección, pueda 

negar la admisión a programas habitacionales cuando el solicitante u otro integrante del grupo familiar 

haya participado en cualquier actividad delictiva relacionada con drogas, violencia u otra, en un plazo 

anterior, previamente establecido, y que pueda afectar la salud, seguridad o disfrute pacifico del resto 

de los futuros residentes. Si los antecedentes son previos a este plazo, podrá exigir al solicitante o al 

integrante del grupo familiar que estuvo involucrado en los ilícitos, antecedentes que verifiquen su buen 

comportamiento.  

Cabe señalar que estas reglas permiten tanto denegar el acceso al programa como poner término a la 

permanencia en una vivienda con asistencia federal. Esta última hipótesis se encuentra regulada en la 

sección 13662. 

Por su parte, el artículo 13663 se refiere a la inelegibilidad de los delincuentes sexuales peligrosos para 

usar viviendas asistidas federalmente. Esta prohibición considera que cualquier postulante u hogar 

postulante que incluya a una persona que se encuentre en el Registro de Delincuentes Sexuales no 

puede acceder al programa de viviendas con asistencia federal. 

Asimismo, las agencias de vivienda pública deben verificar los antecedentes penales federales y 

estatales de los postulantes con el objeto de determinar si concurren las causales de inelegibilidad 

previstas en la normativa. Para estos efectos, las autoridades estatales y locales encargadas de 

administrar los registros penales deben proporcionar la información requerida. 

Los antecedentes obtenidos deben ser tratados de manera confidencial, utilizados exclusivamente para 

los fines previstos por la ley y destruidos una vez cumplido su propósito. 

Antes de rechazar una solicitud, la agencia debe entregar al solicitante una copia de los antecedentes 

considerados y otorgarle la oportunidad de objetar la exactitud, relevancia o veracidad de estos. 

Asimismo, la agencia de vivienda podrá asesorar y accionar a nombre de un propietario cuando se trate 

de viviendas fuera de los programas federales, pero a los que también se encuentre bajo su jurisdicción 

como programas locales u otros similares. En tales casos no podrá poner la información privada a 

disposición, pero podrá entregar al propietario apoyo en el proceso de selección, contrato y desahucio, 

pudiendo cobrar por este servicio. 

 

 

 

 

2. Australia, Nueva Gales del Sur. 

En Nueva Gales del Sur, las normas revisadas establecen restricciones para acceder a viviendas 

sociales entregadas en régimen de arrendamiento. No se identificaron reglas equivalentes respecto de 

programas en que la vivienda se transfiere en propiedad. 
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Estas regulaciones establecen el tratamiento de los postulantes relacionados con delitos sexuales y es 

diferente de aquellos relacionados a delitos vinculados a la droga. 

En el caso de los delitos sexuales, la prohibición se estructura en base a tres cuerpos normativos: 

a) Child Protection (Offenders Registration) Act 2000. La ley crea un Registro de Infractores de la 

administrado por la Policía de Nueva Gales del Sur, en el que se incorporan determinadas 

personas condenadas por delitos sexuales o violentos cometidos contra de menores de 18 años. 

El artículo 3° define la categoría de personas sujetas a registro, mientras que los artículos 10° y 

11° establecen las obligaciones asociadas a esa inscripción entre ellas comunicar el lugar de 

residencia.  

b) Housing Act 2001 (NSW) Esta norma regula la política sobre viviendas sociales en Nueva Gales 

del Sur. El artículo 9° numero 2 señala las funciones de la Corporación de la Vivienda (Homes 

NSW) entre las que se establece la facultad de determinar los criterios de elegibilidad de los 

solicitantes de ayuda para la vivienda.  

c) Social Housing Assistance Policy for Registrable Persons. Corresponde a un reglamento que 

establece una política específica para regular el acceso a la vivienda social a personas que están 

en el Registro de Infractores. La norma no plantea una restricción absoluta, sino una limitación 

sujeta las condiciones específicas de la persona, dado que la asistencia habitacional debe evitar 

cualquier riesgo para el programa, por lo que quienes están en esta situación son objeto de una 

revisión del caso que asegure que la provisión de la vivienda no genere conductas antisociales 

o produzca riesgos para el propio ocupante, otros residentes o vecinos. Esta evaluación del 

riesgo es realizada por el Servicio Penitenciario (Corrective Services NSW) Lo que luego es 

utilizado para la asignación de la vivienda. 

Se suma a lo anterior el que estas personas no pueden acceder a una vivienda cuya ubicación 

puedan resultar conflictivas, por ejemplo, por cercanía a escuelas, guarderías y otros espacios 

en que haya concentración de menores de edad.  

También se contempla que, según la política Social Housing Assistance Policiy for Registrable 

Persons, en casos de una oferta habitacional ya realizada, esta pueda modificarse ya sea por 

una mejor opción o retirarse cuando se tomó sin la información pertinente. 

La norma busca compatibilizar el criterio de protección de la comunidad con los derechos 

habitacionales de estas personas, supervisión policial y apoyo social, en un contexto en donde 

se reconoce en la política que una vivienda estable es fundamental para la reintegración social; 

la falta de vivienda puede aumentar el riesgo para la comunidad; y que en general, los 

delincuentes sexuales suelen presentar necesidades complejas de apoyo social, psicológico o 

sanitario. 

En casos de una vivienda ya asignada, la Policía puede recurrir a las potestades del Housing Act 

2001 para terminar la tenencia o modificarla cuando estime que existe riesgo presente para 

alguna de las partes 

 

Cabe considerar que la política de elegibilidad de Gales del Sur considera a un postulante capaz de 

sostener un arrendamiento exitoso, cuando este es capaz de pagar el arriendo, cuidar la propiedad, vivir 

independiente y no generar conductas antisociales. 
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En el ámbito de los delitos relacionados con el consumo de drogas, y otras conductas que no sean 

consideradas en el Registro de Infractores, no existe una prohibición explicita, pero puede estar 

relacionadas con el incumplimiento en algunos de los aspectos relevantes para considerar una 

postulación al sistema como un arrendamiento exitoso, o revelan riesgos concretos para la comunidad. 

La “Política de gestión de conductas antisociales” de Homes NSW tiene como objetivo equilibrar las 

responsabilidades de los inquilinos, los derechos de sus vecinos en viviendas sociales, los residentes 

privados, el personal y los asociados (consultores, contratistas y personal de proveedores de vivienda 

comunitaria) y la comunidad en general con la necesidad de apoyar a los inquilinos para que mantengan 

sus contratos de arrendamiento de vivienda pública. 

Allí se define un comportamiento antisocial como: 

El comportamiento antisocial es aquel que perturba la paz la comodidad o la privacidad de otros 

inquilinos o vecinos, o de la comunidad circundante, o del personal y/o asociados de Homes NSW, 

y que resulta en un incumplimiento del contrato de arrendamiento según lo dispuesto en la Ley de 

Arrendamientos Residenciales de 2010(Política de gestión de conductas antisociales, 2023) 

 

Este comportamiento antisocial es clasificado según su gravedad en tres categorías: 

Comportamiento 
antisocial 

Definición Ejemplos relacionados al tema en estudio 

Conducta ilegal 
grave 

El comportamiento ilegal 
grave es aquel que 
supone un riesgo para la 
seguridad o protección de 
residentes, propiedades o 
personal y/o asociados de 
Homes NSW, y puede dar 
lugar a cargos penales y/o 
condena; o daños 
significativos en una 
propiedad de Homes 
NSW. 

• Cometer lesiones a un vecino, visitante o personal 
y/o asociados de Hogares NSW que constituyan 
lesiones corporales graves 

• Agresión física grave o actos de violencia contra 
otros inquilinos, vecinos o personal y/o asociados de 
Homes NSW cuando no haya daño corporal grave. 

• El uso de las instalaciones para la fabricación, 
venta, cultivo o suministro de cualquier droga 
prohibida; el uso del local como burdel ilegal; 

• el uso de las instalaciones para la producción o 
distribución de material de abuso infantil; 

Comportamiento 
antisocial grave 

Se consideran actividades 
aquellas que perturban 
gravemente a los vecinos; 
ponen en riesgo la 
seguridad de un inquilino, 
otros miembros del hogar, 
vecinos o personal y/o 
asociados de Homes 
NSW; o causan daños a 
una propiedad 
administrada por Homes 
NSW. Estas conductas 
también pueden ser 
ilegales e incluyen, entre 
otras: 

• Agresión física grave o actos de violencia contra 
otros inquilinos, vecinos o personal y/o asociados de 
Homes NSW en los que no haya lesiones corporales 
graves. 

• Amenazas graves, abusos, intimidación o acoso 
hacia vecinos, visitantes o personal y/o asociados de 
Homes NSW. 

• Victimización e intimidación hacia los vecinos o 
visitantes. 
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Comportamiento 
antisocial leve y 
moderado  

implica actividades que 
alteran la paz el confort o 
la privacidad de otros 
inquilinos, vecinos o 
empleados y/o asociados 
de Homes NSW. 

• Lenguaje obsceno hacia otros inquilinos, vecinos o 
personal y/o asociados de Homes NSW. 

• Acoso e intimidación hacia otros inquilinos, vecinos 
o personal y/o asociados de Homes NSW. 

Fuente: Elaboración propia en base Política de gestión de conductas antisociales 

Cuando se acredita algunos de los incumplimientos previstos en la categoría de conducta ilegal grave y 

particularmente en el caso de aquellas referidas al tráfico, cultivo, fabricación o suministro de drogas, 

normalmente la Homes NSW remite los antecedentes a la Subsecretaria de Vivienda, Discapacidad, 

Servicios Distritales y Bienes en casos de Desastres, quienes revisaran los antecedentes y determinan 

su procede iniciar una presentación ante el Tribunal Civil y Administrativo de NSW para solicitar el 

término de la tenencia. 

En este proceso de revisión señalado se considerarán si existen problemas de salud mental o de 

violencia domestica o familiar u otras situaciones que pudieran ser abordadas, así como la adopción de 

otras medidas que se estimen permiten solucionar el problema. 

 

III. Caracterización de las personas condenadas por droga o por delitos sexuales 

 

Otro aspecto que podría aportar en la discusión del boletín N° 12.835-14 es la caracterización de quienes 

cometen los delitos señalados. Al respecto, dado que el proyecto no precisa las categorías se aportarán 

algunos estudios que permitan una aproximación a la materia. 

 

En el caso de los delitos por drogas se puede señalar: 

 

Caracterización del microtráfico de drogas en la Región Metropolitana, 2023. Este estudio señala 

que los detenidos por microtráfico en la Región Metropolitana entre 2015 y 2019, en base a los datos 

del Programa Microtráfico Cero de la Policía de Investigaciones de Chile, se configuran como un grupo 

mayoritariamente masculino. El programa registró 4.682 detenidos, 59% hombres y 41% mujeres. 

Asimismo, predominan adultos: el tramo de 31 a 40 años concentra el 25,7% y los mayores de 30 años 

representan el 58,7%. Además, más del 95% son chilenos y la actividad suele organizarse 

colectivamente mediante vínculos familiares o cercanos. 

 

Trayectorias de vida de las mujeres privadas de libertad por delitos de la Ley 20.000. El informe 

las caracteriza como una población marcada por vulnerabilidades sociales, económicas y familiares, 

aunque con trayectorias diferenciadas según nacionalidad y tipo de participación en el mercado de 

drogas. En términos generales, se trata de mujeres adultas, con alta presencia de maternidad, baja 

escolaridad y experiencias previas de precariedad, violencia, exclusión territorial o necesidad 

económica. La mayoría de las entrevistadas tenía hijos, y una proporción relevante presentaba 

trayectorias laborales informales o inestables antes del ingreso al delito. 
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El estudio muestra diferencias importantes entre mujeres chilenas y extranjeras. Las chilenas tienden a 

presentar trayectorias delictivas más extensas, mayor presencia de condenas previas, participación más 

frecuente en microtráfico y, en algunos casos, roles más autónomos dentro del negocio, incluso 

mediante puntos de venta propios. En cambio, las mujeres extranjeras, especialmente bolivianas, 

aparecen mayoritariamente condenadas por tráfico, con menor historial delictivo previo y con una 

participación más subordinada, generalmente trabajando para terceros. 

 

Con relación a los delitos sexuales, la caracterización puede señalar: 

 

Caracterización sociodemográfica y criminológica de hombres condenados por delitos sexuales. 

Se trata de un estudio descriptivo, correlacional y transversal, basado en 174 personas que cumplían 

condena en el Complejo Penitenciario de Valparaíso. Los resultados indican que la mayoría corresponde 

a hombres solteros, de mediana edad, con nivel educacional medio y bajo o mediano compromiso 

delictual. En cuanto al tipo de delito, predominan las condenas por abuso sexual, violación de adultos y 

violación de niños menores de 14 años. El estudio no encontró relaciones estadísticamente significativas 

entre las variables analizadas. Como conclusión, los autores señalan que los resultados coinciden 

parcialmente con la literatura internacional sobre ofensores sexuales y que el grupo estudiado parece 

asemejarse más a la población general que a la población penitenciaria condenada por delitos comunes. 

 

Agresores sexuales de niños, niñas y adolescentes condenados en Chile entre 2011 y 2020. El 

reporte de Fundación Amparo y Justicia analiza a personas condenadas entre 2011 y 2020 por 

agresiones sexuales contra niños, niñas y adolescentes, considerando solo penas superiores a cinco 

años. En ese período identifica 2.682 condenados y 4.401 víctimas. La caracterización muestra una 

población casi exclusivamente masculina: 99,7% de los condenados con sexo registrado son hombres. 

La edad promedio al momento de la condena es de 44 años, con mayor concentración entre los 31 y 50 

años. El estudio también evidencia una alta reiteración: cada agresor registra en promedio 1,64 víctimas 

y 1,19 delitos, y el 50,48% fue condenado por más de un delito. Los ilícitos más frecuentes son abuso 

sexual con contacto a menor de 14 años, violación de menor de 14 años y abuso sexual sin contacto. 

La mayoría de las penas se ubica entre 5 y 9 años. 

 

Estos antecedentes no tienen por objeto establecer relaciones causales entre determinadas 

características personales y la comisión de delitos, sino únicamente describir algunas características 

observadas en los estudios revisados que pueden resultar de interés para comprender el universo 

potencialmente afectado por la iniciativa. 

 

IV. Consideraciones para la discusión legislativa 

De la revisión se puede señalar en términos generales: 

 

• El alcance de la inhabilidad en términos de tipos de subsidios o sujetos afectados no está 

precisado. Si la voluntad legislativa es profundizar en este aspecto podría entregarse mayor 

claridad respecto de a qué subsidios habitacionales se aplicaría la inhabilidad propuesta, durante 

cuánto tiempo y respecto de qué personas operaría. En particular, permitiría distinguir aspecto 

como si la restricción afectará solo al postulante principal o también cuando el condenado sea 
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otro integrante del grupo familiar. Esta precisión podría evitar efectos no previstos sobre personas 

que no han sido condenadas ni han tenido participación en los hechos que justifican la medida, 

especialmente considerando que buena parte de los subsidios habitacionales se estructuran 

sobre postulaciones de grupos familiares. 

 

• Si el legislador lo determina, una delimitación más precisa de los delitos comprendidos podría 

permitir establecer graduaciones de la medida. El proyecto podría identificar con mayor exactitud 

qué conductas vinculadas al narcotráfico y a los delitos sexuales generarían la inhabilidad, 

atendida la diversidad de hipótesis, penas y grados de gravedad que contemplan la Ley N° 

20.000 y el Código Penal. Asimismo, podría evaluarse la conveniencia de establecer criterios 

diferenciados según la naturaleza del delito, la pena impuesta, el tiempo transcurrido desde la 

condena o la existencia de antecedentes de rehabilitación o reinserción. 

 

• La experiencia comparada puede servir como referencia para la propuesta nacional. Los casos 

revisados muestran que otros ordenamientos han incorporado restricciones, evaluaciones de 

riesgo o causales de exclusión en materia habitacional frente a antecedentes penales, delitos 

sexuales, conductas vinculadas a drogas o riesgos para terceros. Aunque estos modelos no son 

estrictamente equivalentes al proyecto chileno, ofrecen elementos útiles para su discusión 

legislativa. En particular, permiten considerar alternativas como evaluaciones caso a caso, reglas 

especiales de revisión administrativa, mecanismos de resguardo para terceros integrantes del 

grupo familiar y criterios orientados a compatibilizar la protección de la comunidad con la finalidad 

social de la política habitacional. 

 

• Las caracterizaciones revisadas permiten advertir que las personas condenadas por delitos 

vinculados a drogas o delitos sexuales no constituyen un grupo homogéneo. En el caso de las 

drogas, los antecedentes disponibles muestran diferencias relevantes entre microtráfico, tráfico 

y formas subordinadas de participación, así como trayectorias marcadas por vulnerabilidad 

económica, género, maternidad, nacionalidad y vínculos familiares o comunitarios. En el caso de 

los delitos sexuales, los estudios revisados muestran una población mayoritariamente masculina, 

de mediana edad y con características criminológicas diversas, especialmente cuando se 

distingue entre delitos contra adultos y delitos contra niños, niñas y adolescentes. Estas 

características resultan relevantes para el análisis del proyecto, para calibrar los distintos efectos 

según las características de quien resulta sancionado, con las consiguientes consecuencias 

tanto en el afectado, su grupo familiar y la política habitacional. 

 

En conjunto, estos antecedentes muestran que la regulación de una eventual inhabilidad admite distintas 

alternativas de diseño normativo, cuya definición dependerá del objetivo específico que el legislador 

pretenda alcanzar y de la forma en que decida armonizar dicho propósito con la finalidad propia de la 

política habitacional. 
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